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La cuestión religiosa


La República se encontró con varios problemas que era necesario resolver con urgencia: reforma militar, reforma agraria, nacionalismos periféricos y la llamada cuestión religiosa. De la resolución de estos problemas dependía que España entrase en la modernidad, equiparándose al resto de países de Europa occidental y lograr estabilizar la sociedad con la mejora de las condiciones de vida de las clases más desfavorecidas, sobre todo en el mundo rural.

Todos los problemas mencionados tenían sus raíces en tiempos inmemoriales. El de la Iglesia se podría decir que se remontaba a la entrada del cristianismo en la península Ibérica. La separación Estado-Iglesia era totalmente necesaria, ya que España llevaba un retraso de un siglo en esta cuestión, no fue tarea fácil como veremos más adelante. El catolicismo español de los años treinta – como el de ahora- estaba más próximo al concilio de Trento que al siglo XX. Se podría afirmar que la Iglesia española, integrista en extremo, era más papista que el Papa.


La cuestión o problema religioso venía de lejos, como dice Hilari Raguer (1991:159) «La llamada cuestión religiosa –Azaña, en su famoso discurso, se resistía a darle ese nombre- no la creó artificialmente la República, sino que era uno de los graves problemas pendientes de la España moderna […]»

Tampoco era nuevo el anticlericalismo latente en parte de la sociedad. Había estado presente en todos los momentos revolucionarios que se había producido en España: la Gloriosa, Semana Trágica de Barcelona, etc. De este anticlericalismo solamente cabe señalar a un culpable; la propia Iglesia católica, cada vez más alejada de los sectores más humildes de la sociedad, controladora de la vida social y la educación, aliada perenne de los poderosos y de la monarquía y acumuladora de riquezas. Esta falta de sintonía entre la Iglesia y el pueblo no era, como he señalado, nada nuevo. De igual manera lo veía el nuncio monseñor Tedeschini: «El divorcio entre el clero y la sociedad española tenía raíces muy antiguas»

Cuando se proclama la República había en España 35.000 sacerdotes y 8.396 monjas, según los datos de la encuesta realizada por el ministerio de Justicia. Si tenemos en cuenta que diecisiete de las cincuenta y cinco diócesis existentes se negaron a facilitar datos, se podría estimar quela cifra real ascendería a unos 80.000 miembros, a los que habría que añadir las personas relacionadas con el “culto o clero”, por ejemplo los sacristanes. En el censo general de población de 1930 la cifra total ascendía a 146.181 personas. Esto provocaba que el presupuesto de Culto y Clero ascendiese en 1931 a 52 millones de pesetas, de las cuales buena parte iban destinados al pago de los salarios, que iban desde las 50.000 pesetas/año del cardenal primado, a las 1.000 pesetas/año de un párroco rural. El cardenal Segura, primado de España, tenía, según Broué y Terminé (p.13) unos ingresos anuales de 600.000 pesetas.

No andaba escasa de recursos la Iglesia en 1931. Era propietaria de 11.921 fincas rurales, 7.828 urbanas y 4.192 casas, con un valor declarado de 76 millones de pesetas, y un valor real, según los peritos de Hacienda de 129 millones. A este patrimonio habría que añadir los patronatos dependientes de la Corona –cuyos intereses al 3% suponían 667 millones de pesetas, y los títulos de renta al 3% concedido a la Iglesia como “compensación” por las desamortizaciones realizadas en el siglo XIX (Mendizábal, 1835-36; Madoz, 1855)

Si a lo anterior añadimos las propiedades muebles y participaciones en empresas a través de testaferros, más la explotación de los centros de enseñanza, se puede afirmar, sin duda alguna, que la Iglesia gozaba de una excelente salud económica en 1931.

En su afán por tener el control de la vida social la Iglesia mantenía una fortísima presencia en la educación, básica para seguir ostentando el poder de cómo y que debían pensar los españoles. En 1931 contaba con 4.965 centros de Enseñanza primaria que daban cabida a 352.000 alumnos, y 295 centros de Secundaria con un total de 20.684 alumnos.

La Iglesia ante la proclamación de la República


En el momento en que proclamó la República la Iglesia adoptó la táctica accidentalista, siguiendo con ello las normas indicadas por León XIII que mantenía que la religión católica no se vinculaba a ningún régimen político. Esto era la teoría, en la práctica la jerarquía eclesiástica española seguía vinculada estrechamente a la monarquía y veía a la República con una mal disimulada hostilidad. Esto ocurre a pesar de que el mismo día 14 en el Estatuto Jurídico elaborado por el gobierno provisional y publicado en La Gaceta, el artículo tres era una clara demostración que el gobierno de deseaba inmiscuirse en las prácticas religiosas de los españoles: «El Gobierno provisional hace pública su decisión de respetar de manera plena la conciencia individual mediante la libertad de creencias y de cultos, sin que el Estado, en momento alguno pueda pedir a la ciudadanía revelación de sus convicciones religiosas».

Esta supuesta aceptación del régimen republicano era más ficticia que real. Ya antes de las elecciones municipales de abril, El Debate, entre los días 10 y 11 de abril publicó un decálogo del votante, elaborado en base a declaraciones de diversos obispos, en el número ocho –inspirado por el cardenal Segura- se decía: «Persuadirse de que es deber gravísimo para los católicos dar el voto a candidatos dignos y negárselo a los indignos.». El 10 de abril la portada de Época publicaba en el titular «¡Españoles votar por España, por el orden, por la religión, por la propiedad!», ese mismo día el ABC avisaba del peligro de votar candidaturas republicanas, recordando los ataques de estos a la Iglesia, poniendo como ejemplo la Semana Trágica de Barcelona.


Hasta qué punto la aceptación de la República no era real lo demuestran las palabras del obispo Múgica: «Yo era muy amigo del rey. Quiso llevarme de obispo a Madrid. Claro que me disgustó cuando el nuncio nos pidió una pastoral aceptando la República, pero la escribí.» (citado Trullén: 261)


Algunos no llegaron a ponerse la máscara, como es el caso del cardenal Segura que el 1 de mayo de 1931 publica una pastoral donde ataca duramente a la República y realiza un elogioso panegírico de Alfonso XIII. Esta pastoral fue calificada por el ministro de Justicia Fernando de los Ríos como “una declaración de guerra”. Tampoco gustó la pastoral al nuncio Tedeschini, ni al cardenal Vidal i Barraquer. Ambos pidieron al Vaticano la destitución del cardenal Segura como primado de España, dado que su postura entorpecería futuras negociaciones con el Gobierno republicano. Segura fue destituido de su cargo y expulsado de España. El día 11 de junio regresó clandestinamente, Miguel Maura, entonces ministro de Gobernación, y católico practicante, con la anuencia de monseñor Tedeschini ordenó su detención. Ésta se llevó a efecto el día 14 en la casa del párroco de Pastrana (Guadalajara). Al día siguiente fue nuevamente expulsado del país. Por su parte la Santa Sede le pidió que renunciara a la silla primada de Toledo. Segura aceptó de mala gana, pero se negó en rotundo a decir que había sido por propia voluntad, como era el deseo de Pío XI.

España ha dejado de ser católica

Como bien apunta Hilari Raguer, en el debate constitucional sobre la cuestión religiosa, el discurso de Azaña era un intento de modular las posturas de algunos diputados de izquierdas, sobre todo los radical-socialistas. «Resulta especialmente odioso haber hecho eterno reproche a Azaña sacándole de su contexto una frase pronunciada en el curso de una intervención que al fin y al cabo era a favor de la Iglesia» (Raguer, 1991:150). Azaña se refería a que el Estado había dejado de ser confesional, era una referencia cultural, ni más ni menos.

Pero aunque esa no era la intención de Azaña, lo cierto es que en los años treinta se estaba produciendo un proceso de laicización de la sociedad. Se observa en el descenso continuo de bautizos, matrimonios religiosos, funerales católicos, y en un aumento significativo, por ejemplo, de las demandas de divorcio. 

El cardenal Gomá en la pastoral del 12 de abril de 1933 decía: «desde un alto sitial se ha dicho que España ya no es católica. Si lo es, pero lo es poco». En la Misión General Diocesana de 1935, dos misioneros, tras un recorrido por una diócesis rural concluyen su informe afirmando: «Los pueblos han perdido la fe, o poco menos, el mal, aunque acentuado ahora por la situación que atravesamos viene de muy atrás» (citado por Feal: 16). En términos similares se manifestaban los sacerdotes Lluís Carreras y Antoni Vilaplana, en un informe enviado a Vidal i Barraquer en el que cuestionaban la religiosidad de los españoles.
La Iglesia contraataca


Aunque ya había existido movilización contra los artículos de la Constitución que atañían a la cuestión religiosa, esta se incremento cuando se publicaron posteriormente leyes que menguaban significativamente el poder de la Iglesia y su influencia en la política y la sociedad española.


La aprobación del artículo 26 de la Constitución fue la espoleta que provocó el estallido de la reacción de la Iglesia en contra de la República. El artículo 26 imponía nuevas normas de actuación a la Iglesia.

Artículo 26
Todas las confesiones religiosas serán consideradas como Asociaciones sometidas a una ley especial.

El Estado, las regiones, las provincias y los Municipios, no mantendrán, favorecerán, ni auxiliarán económicamente a las Iglesias, Asociaciones e Instituciones religiosas.

Una ley especial regulará la total extinción, en un plazo máximo de dos años, del presupuesto del Clero.

Quedan disueltas aquellas Órdenes religiosas que estatutariamente impongan, además de los tres votos canónicos, otro especial de obediencia a autoridad distinta de la legítima del Estado. Sus bienes serán nacionalizados y afectados a fines benéficos y docentes.

Las demás Órdenes religiosas se someterán a una ley especial votada por estas Cortes Constituyentes y ajustada a las siguientes bases:

1. Disolución de las que, por sus actividades, constituyan un peligro para la seguridad del Estado.

2. Inscripción de las que deban subsistir, en un Registro especial dependiente del Ministerio de justicia.

3. Incapacidad de adquirir y conservar, por sí o por persona interpuesta, más bienes que los que, previa justificación, se destinen a su vivienda o al cumplimiento directo de sus fines privativos.

4. Prohibición de ejercer la industrial, el comercio o la enseñanza.

5. Sumisión a todas las leyes tributarias del país.

6. Obligación de rendir anualmente cuentas al Estado de la inversión de sus bienes en relación con los fines de la Asociación.

Los bienes de las Órdenes religiosas podrán ser nacionalizados.


Este artículo fue posteriormente desarrollado en diferentes decretos y leyes:

- Decreto de disolución de la Compañía de Jesús (23 de enero de 1932). El Gobierno se limitó a dar de baja a la Compañía como asociación, en ningún caso, aunque se haya mantenido en ocasiones suponía la expulsión de los jesuitas, como si había sucedido en 1767 y 1835.

- Decreto de secularización de los cementerios (30 de enero de 1932), establecía que los cementerios pasaban a propiedad municipal, pasando a ser comunes a todas las religiones y unificando enterramientos civiles y religiosos.


- Ley del Divorcio (2 de febrero de 1932) con la que el Estado asumía una función hasta el momento exclusiva de la Iglesia.


- Ley de Confesiones y Congregaciones (2 de junio de 1933) esta fue la que más dolió a la jerarquía eclesiástica. A partir de estos momentos las órdenes religiosas deberían inscribirse en un Registro especial del Ministerio de Justicia; supresión de los subsidios oficiales – se mantendrían durante dos años-; nacionalización de parte del patrimonio eclesiástico, aunque su uso y disfrute seguiría correspondiendo a la Iglesia; prohibición de impartir enseñanza, poniendo como fecha topo el 31 e3 diciembre. Hay que señalar que esta Ley nunca se llegó a llevar a la práctica, ya que antes de que finalizara el año se produjo la victoria electoral de la coalición radical-cedista que suspendieron la aplicación de esta ley.


El 20 de diciembre de 1931 cincuenta y nueve obispos firmaron una carta conjunta condenando la Constitución. La iglesia no podía tolerar que le arrebataran dos elementos básicos de su dominio sobre la sociedad: la tolerancia con otras religiones y una educación laica. Todo lo que no fuese un Estado claramente confesional no les servía.


No era del gusto del cardenal Vidal i Barraquer la redacción de esta carta – de hecho el no la firmó- manifestándoselo al nuncio Tedeschini: «No se comprenden estos procedimientos, ni esas prisas, ni esos deseos de obtener todas las firmas sin conocer personalmente el documento, ni esa ignorancia de la realidad. Quiero al Sr. Cardenal de Toledo, admiro su celo, su afición al trabajo y su virtud, pero me parece una actuación equivocada» (citado Gutiérrez: 47). A monseñor Tedeschini tampoco le hizo gracia la carta colectiva, así se lo comunicó a Vidal i Barraquer: «deplorable efecto de desprestigio en que la Iglesia ha caído con el equivocado documento llamado, por verdadera ironía, colectiva, mientras todo el mundo sabe que fue obra de uno solo». Evidentemente se refería al cardenal Segura.


La carta colectiva era una crítica hacia el proyecto de Constitución que estaba a punto de debatirse en las Cortes. Para los obispos creara un estado laico era considerado “crimen social y peste mortífera”. También critica que la autoridad emane del pueblo, para ellos la única autoridad válida era la que emana de Dios, traspasada al plano terrenal a los reyes. También se ataca la separación Estado-Iglesia, la educación laica, o el sometimiento de la Iglesia al Estado: «La Iglesia no puede estar sometida al Estado porque es superior a aquel en su origen, naturaleza y fin», planteamiento netamente medieval.

Sobre las libertades individuales no son menores las críticas: «De los expuesto se sigue que en modo alguno es licito pedir, defender ni conceder la libertad de pensar, de enseñar, de escribir y de cultos como si estas facultades fueran un derecho concedido al hombre por la naturaleza» Es decir solo podía existir el pensamiento único, evidentemente este era el que emanaba de la propia Iglesia.


No solo fueron los obispos españoles, el papa Pío XI en su encíclica Dilectissima nobis Hispania, protestaba enérgicamente contra la Ley aprobada en las Cortes: «Nos protestamos solemnemente y con todas nuestras fuerzas contra la misma ley, declarando que ésta no podrá ser nunca invocada contra los derechos imprescriptibles de la Iglesia» Esta encíclica contenía implícitamente un llamamiento a la desobediencia.


Estas reacciones iban claramente en contra de la política de los “dos brazos” –negociar con el gobierno, a la vez que se potenciaba la organización política de los católicos- que estaban llevando a cabo Tedeschini y Vidal i Barraquer.


Esta cerrazón de la mayoría de la jerarquía eclesiástica posiblemente fue la que evitó que se llegaran a acuerdos – como era el deseo de Alcalá Zamora y Fernando de los Ríos- que hubieran minimizado los efectos de la legislación republicana en relación al papel de la Iglesia católica en España.

Conclusiones

Desde el primer momento la Iglesia española tomó una posición totalmente contraria a la República. Después de tantos siglos de gozar de todo tipo de prebendas y privilegios, no se resistía a formar parte de un Estado en donde era considerada como una organización más de las muchas existentes; ni que el Estado asumiera funciones que hasta el momento estaban totalmente controladas por ella.


No hablaremos del papel que jugó la Iglesia en el desencadenamiento de una guerra civil que asoló España durante tres años, y que permitió que tras la derrota de la legitimidad republicana el país se sumiera en una larga noche que duró casi cuarenta años. Solamente diremos que fue una de las grandes causantes. Hasta la fecha no se han recibido disculpas por parte de ella; ya va siendo tiempo de que lo haga.


La Segunda República jamás intentó acabar con la Iglesia católica, esa es una falacia que aún hoy mantienen todos aquellos que pretenden tergiversar nuestro reciente pasado. La Segunda República solamente intentó establecer un régimen de libertades e igualdad. Pero ni una cosa ni otra, ni eran ni son, del agrado de una Iglesia que parece continuar en el siglo XVI… la sombra de Trento es muy larga.
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